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Introducción:

Una reforma de la legislación laboral no “crea empleo” por sí misma. Su función real es redefinir las reglas de una relación 
estructuralmente asimétrica, y por eso el argumento oficial que la presenta como política “pro empleo” opera más como coartada que 
como explicación. La expansión o contracción del empleo depende del modelo económico, de la dinámica productiva y de la demanda 
agregada. En cambio, la normativa laboral determina cómo se reparte el poder en el lugar de trabajo, qué márgenes existen para la 
organización colectiva y cuáles son los pisos efectivos de ingresos, estabilidad y protección frente a la arbitrariedad. La pregunta central, 
entonces, no es si una ley laboral “genera puestos”, sino qué tipo de mercado de trabajo y qué tipo de sociedad busca instituir.

La evidencia argentina reciente es elocuente. En los años noventa se impulsó un paquete de flexibilización bajo la promesa de que 
“bajar costos” y “modernizar” el mercado de trabajo ampliaría el empleo, en simultáneo con apertura, privatizaciones y desregulación 
que golpearon la estructura productiva. El resultado fue el inverso de lo prometido. Mientras el peso de la industria en el PBI caía del 
21% al 15%, el desempleo pasó del 6,9% en 1991 a más del 18% hacia el final de la década. A la par, la precarización se profundizó. El no 
registro trepó del 27% al 38% y el subempleo del 8% al 14%. Estos datos no solo desmienten la relación mecánica “flexibilización = 
empleo”, sino que permiten identificar su función efectiva. La reforma laboral opera como herramienta para abaratar y disciplinar el 
trabajo en un contexto donde el patrón de acumulación destruye empleo de calidad.

En perspectiva histórica más larga, el antecedente estructurante no es la década del noventa sino 1976. La dictadura no fue únicamente 
represión, sino un programa de reorganización de la economía y de las relaciones laborales que combinó persecución, desarticulación 
de organizaciones colectivas y reconfiguración regresiva del salario como variable de ajuste. La comparación no es un recurso retórico. 
Reaparece una lógica de época que procura quebrar capacidades sociales de resistencia, fragmentar la negociación, trasladar los riesgos 
al individuo y consolidar un orden donde el trabajo pierde centralidad como sujeto de derechos. Presentar ese giro como 
“modernización” busca neutralizar su sentido político, que es el de una restauración conservadora sobre los términos de la vida laboral.



Introducción (cont.):

Por eso, el proyecto no debe leerse como un conjunto disperso de artículos técnicos, sino como una pieza de estrategia más amplia que 
apunta a resetear pisos mínimos y fijar nuevos límites a la acción colectiva. La apelación a la “seguridad jurídica” y a la “competitividad” 
funciona como marco legitimador de un corrimiento del poder hacia el empleador, reduciendo el espacio de la negociación colectiva y 
empujando una mayor individualización de la relación salarial. En términos políticos, el corazón de la reforma tiene que ver con
institucionalizar una nueva tolerancia social a la precariedad y a la pérdida de derechos, de modo de volver “normal” lo que aparece 
como consecuencia del ajuste estructural.

Además, la promesa de empleo luce especialmente inconsistente cuando se la coloca en el contexto de un modelo económico 
orientado a la reprimarización y a la valorización financiera, con debilitamiento del mercado interno. Ese patrón, tal como mostró la 
experiencia de los noventa, tiende a reducir la densidad industrial y con ello las posibilidades de empleo formal de calidad, mientras 
expande zonas de informalidad y subocupación.

La discusión de fondo, por tanto, es qué lugar se asigna al trabajo en la organización social y si el país se encamina hacia un modelo 
donde la vida laboral se rija por derechos colectivos o por una competencia individualizada, con el salario y las condiciones de trabajo 
sujetos a una lógica de disciplinamiento.





La reforma implementa mecanismos fiscales que reducen costos empresariales desfinanciando la seguridad social, 
transfiriendo ingresos de los trabajadores y el Estado hacia el sector del gran capital.

• Fondo de Asistencia Laboral (FAL) y el "Subsidio al Despido": Se crea el FAL obligatorio para pagar 
indemnizaciones. Sin embargo, este costo se compensa con una reducción del 1% en las contribuciones 
patronales de las grandes empresas y del 2,5 % de las micro, pequeñas y medianas empresas, al sistema 
previsional (SIPA), pudiendo incrementarse al 1,5 % en grandes, y a 3 % en micro, pequeñas y medianas, a 
disposición del poder ejecutivo nacional. En la práctica, se diluye el objetivo disuasorio del costo que representa 
la indemnización y el Estado deja de recaudar para que las empresas financien sus despidos sin costo extra. Es 
decir, se utilizan recursos públicos para financiar actos ilícitos (el despido sin causa es un acto ilícito)

◦ Impacto Económico: Se estima una transferencia de entre USD 1.600 millones y USD 2.000 millones 
anuales desde la seguridad social a las empresas.

EJE 1: Transferencia de recursos del trabajo al capital y desfinanciamiento estatal



• Régimen de Incentivo a la Formalización (RIFL): Establece una reducción significativa de contribuciones para 
nuevas contrataciones (pagando solo un 5% total por 48 meses cuando la CP estándar es de entre el 18% y 20%). 
Sin una orientación hacia sectores en crisis, el beneficio fiscal puede concentrarse en grandes empresas.

• Otro blanqueo laboral sin resultados en el empleo pero con grandes ventajas para los evasores: 
Denominado  Promoción del Empleo Registrado (PER). En el Art.164 se establece que “Los empleadores podrán 
regularizar las relaciones laborales vigentes del sector privado iniciadas hasta la fecha de promulgación de la 
presente ley. La regularización podrá comprender relaciones laborales no registradas o aquellas deficientemente 
registradas conforme los parámetros que establezca la Reglamentación”. Incluye extinción de la acción penal 
tributaria y condonación de infracciones, multas y sanciones vinculadas a la falta de registro laboral o al 
incumplimiento de las obligaciones previsionales y de seguridad social (art. 165 inc. a). Es el segundo blanqueo en 
poco mas de un año; el primero fue incluido en la Ley Bases que solo regularizó la situación de 16 mil 
trabajadores/as. Según estimaciones de la consultora PxQ implica la condonación como mínimo 70% de deuda de 
capital e intereses.

• RIMI: El incentivo fiscal consiste en establecer un régimen de amortización acelerada en el impuesto a las 
ganancias y una devolución más rápida del crédito fiscal de IVA por inversión en bienes de capital. El objetivo de la 
amortización acelerada es incrementar el valor actual computable del costo de inversión, generando de ese modo 
una menor base imponible del impuesto a las ganancias y consecuentemente un menor monto del impuesto a 
pagar. De esta manera, aumenta la rentabilidad del capital para inversiones que van desde los USD 150.000 a USD 
9.000.000. 

EJE 1: Transferencia de recursos del trabajo al capital y desfinanciamiento estatal (cont.)



• Reducción de impuestos a bienes suntuarios: El artículo 192 elimina impuestos internos al consumo de 
sectores de alto poder adquisitivo como  (i) seguros; (ii) servicios de telefonía celular y satelital; (iii) objetos 
suntuarios y; (iv) vehículos automóviles y motores, embarcaciones de recreo o deportes y aeronaves. 
Según el IARAF el costo fiscal es de USD 400 millones (cerca de $600.000 millones), el 0,06% del PBI. 

• Actualización por inflación de quebrantos: El artículo 186 permite a las empresas ajustar sus pérdidas 
fiscales a la inflación, para descontarlas en ejercicios futuros a un valor “actualizado” (mayor 
nominalmente). CEPA estima el costo fiscal en USD 2.500 millones.

EJE 1: Transferencia de recursos del trabajo al capital y desfinanciamiento estatal (cont.)



• Se limita el derecho a huelga: Se limita el derecho a huelga al reemplazar el régimen vigente del art. 24 de la Ley 
25.877 —alineado con criterios OIT— por un esquema de “servicios mínimos” que en la práctica vuelve casi 
impracticable la medida: impone una cobertura no menor al 75% en “servicios esenciales” y del 50% en “actividades 
de importancia trascendental” (categoría introducida por el DNU 70/2023); las fuerzas de seguridad deben cubrir el 
100 % de la prestación normal del servicio. A la vez, amplía de manera desproporcionada el universo de actividades 
alcanzadas (incluyendo, entre otras, telecomunicaciones, educación, cuidado de menores, transporte, medios, 
industria continua, alimentos, logística, minería, banca y comercio electrónico), con lo que el alcance de la 
restricción sobre trabajadores registrados del sector privado pasaría de ~470 mil a ~2,9 millones, elevando la 
proporción con derecho a huelga limitado del 7% al 43% (Cetyd). En paralelo, restringe la actividad gremial al 
condicionar la realización de asambleas y congresos en el lugar de trabajo a la autorización del empleador y 
establecer que durante su realización no se devengan salarios, reforzando un sesgo anti-sindical. Además, 
reproduce disposiciones ya cuestionadas y suspendidas judicialmente en decretos previos, lo que anticipa litigios 
por su posible incompatibilidad con garantías constitucionales y convencionales.

• Descentralización del ámbito de la negociación: La reforma descentraliza la negociación colectiva al invertir el 
orden de prelación: el convenio por empresa (o región) pasa a primar sobre el convenio de actividad, aunque 
establezca condiciones menos favorables para los trabajadores (rompe la regla vigente del art. 19 de la Ley 14.250, 
donde el convenio de empresa solo prevalece si mejora). Esto habilita una “negociación a la baja” y empuja a 
reabrir convenios en ámbitos cada vez más fragmentados; además, se promueve la proliferación de sindicatos de 
empresa y se excluye a federaciones/organizaciones de segundo grado de la negociación por empresa, creando 
“islas” de representación que aumentan la asimetría frente al empleador. En conjunto, se presenta como un 
retroceso hacia esquemas tipo “Banelco” y como un cambio que favorece la fragmentación del sistema histórico de 
articulación de convenios.

EJE 2:   Debilitamiento de la acción colectiva y ataque a la estructura sindical



• Debilitamiento de la ultraactividad: El proyecto debilita la ultraactividad al modificar la Ley 14.250 para que, 
vencido un convenio colectivo, solo sigan vigentes automáticamente las cláusulas normativas (condiciones de 
trabajo) y solo hasta que rija un nuevo convenio o haya un acuerdo expreso de prórroga; en cambio, las 
cláusulas obligacionales —las que sostienen compromisos entre partes como cuotas/ aportes solidarios, seguros, 
formación profesional, paz social, etc.— dejan de tener estabilidad y pasan a regir únicamente por acuerdo de 
partes, pudiendo “caerse” al vencer el plazo del CCT. Esto reintroduce un mecanismo típico de flexibilización 
(asociado a antecedentes como el DNU 70/2023) y refuerza la asimetría negociadora porque habilita que, al 
expirar el convenio, se desactiven pilares de la arquitectura sindical y de la gobernanza del sistema de 
negociación colectiva.

• Limita y penaliza el activismo sindical: se reducen las condiciones materiales de la representación (por 
ejemplo, tope de 10 horas mensuales retribuidas para delegados). Se limitan los sujetos amparados por la tutela 
sindical: la protección pasa a regir solo para representantes legalmente electos (y no desde el momento en que 
son candidatos en listas) que ocupen los cargos de titulares, y hasta dos congresales titulares en grandes 
empresas y un congresal titular en la pymes, excluyendo suplentes y otros congresales, y se introducen umbrales 
y ventanas procedimentales que facilitan represalias (p. ej., protección desde notificación fehaciente y posibilidad 
de despedir candidaturas de listas con baja votación), además de sumar un régimen de “prácticas desleales” 
sindicales con sanciones económicas severas y potenciales consecuencias institucionales.

EJE 2: .   Debilitamiento de la acción colectiva y ataque a la estructura sindical (cont.)



• Asfixia financiera y fragmentación sindical (modelo “sindicato por empresa”): El proyecto busca 
debilitar estructuralmente a los sindicatos combinando desfinanciamiento y fragmentación organizativa. Se 
estableció el tope de 2 % de las remuneraciones de los trabajadores a favor de las asociaciones de 
trabajadores, y que se establezcan en las convenciones colectivas de trabajo, para afiliados o no afiliados 
comprendidos en el ámbito de la convención.

• En paralelo, promueve una arquitectura más descentralizada y atomizada al empujar la negociación y la 
representación hacia el ámbito de empresa (y “sindicatos de empresa”), reduciendo el peso de estructuras 
de rama/federativas y multiplicando la asimetría frente al empleador. El resultado probable es menos 
capacidad de acción colectiva, más competencia entre representaciones y negociación a la baja en 
condiciones laborales.

EJE 2:   Debilitamiento de la acción colectiva y ataque a la estructura sindical (cont.)



EJE 3:  Deslaboralización, debilitamiento de los derechos individuales del trabajo y fortalecimiento de la 
disciplina patronal

• Reducción del salario por enfermedad o accidente: el proyecto propone eliminar el derecho de la 
persona trabajadora de continuar cobrando el 100 % de su salario (por 3, 6 o 12 meses según antigüedad 
y si cuenta o no con personas legalmente a su cargo) ante enfermedades o accidentes inculpables 
(realizados por fuera del ámbito laboral) que le impiden continuar prestando el servicio de forma 
inmediata. El proyecto propone reducir el salario durante 3 o 6 meses, según no se cuente o se tenga 
carga de familia, y dependiendo de una características ambigua que establecería si la imposibilidad de 
trabajar fuera producto de “una actividad voluntaria y consciente del trabajador que implicara algún riesgo 
en la salud”: reducción del salario al 50 %, o “no fuera producto de una actividad voluntaria y consciente 
del trabajador sobre el riesgo en la salud”: reducción al 75 %.

• Fraccionamiento de las vacaciones: El proyecto habilita el fraccionamiento de las vacaciones y 
desplaza el estándar actual de “descanso continuo” hacia una lógica de disponibilidad individual: permite 
que, por “mutuo acuerdo” empleador–trabajador, el goce pueda ubicarse fuera del período legal (1° de 
octubre–30 de abril) y, además, que el período vacacional se divida en tramos, siempre que cada tramo 
sea de al menos 7 días, sin prever intervención sindical ni de la autoridad de aplicación; en los hechos, los 
informes lo caracterizan como un refuerzo del poder empresario para administrar el tiempo de descanso y 
fragmentar el reposo anual.



• El banco de horas, la extensión dela jornada laboral y el fin de las horas extras: El proyecto incorpora un “banco de 
horas” (art. 197 bis LCT) como régimen de compensación que permite que las horas extraordinarias no se paguen como 
tales sino que se “compensen” luego mediante banco de horas y/o francos compensatorios, formalizado por escrito como 
acuerdo “voluntario” (incluso puede pactarse con la “representación sindical en la empresa”). En paralelo, modifica la Ley 
11.544 eliminando la garantía del promedio de 8 horas diarias y 48 semanales, habilitando a los empleadores a extender 
la jornada y a que, vía “disponibilidad individual”, horas extra pasen a computarse como horas normales, generando un 
ahorro patronal.

• Facilita la deslaboralización y la tercerización laboral: El proyecto facilita la tercerización y habilita la 
“deslaboralización” al combinar dos movimientos: por un lado, debilita la presunción de laboralidad y legaliza el 
encubrimiento cuando la contratación se instrumenta como monotributo o locación de servicios, tratando esos vínculos 
como civiles aun si materialmente son relaciones de trabajo, lo que eleva la carga de prueba y dificulta el reclamo por 
fraude. Por otro lado, recorta la responsabilidad solidaria en esquemas de intermediación/subcontratación: reescribe el 
esquema de arts. 29/30/31 LCT y, en particular, permite que la empresa principal se exima si cumple con exigencias 
formales (p. ej. pedir CUIL y constancias de pago), además de restringir la responsabilidad solidaria únicamente en casos 
en que haya mediado maniobras fraudulentas, volviéndola en los hechos más difícil de hacer valer.

• Reducción de las Indemnizaciones por Despido: La reforma reduce la base salarial para calcular indemnizaciones (en 
especial la del art. 245 LCT) al excluir expresamente de la “mejor remuneración mensual, normal y habitual” rubros que 
hoy suelen integrar el cálculo: SAC, vacaciones y premios que no sean de pago mensual; y además redefine qué se 
considera “habitual” y “normal” para conceptos variables (horas extra, comisiones, premios mensuales), fijando como 
regla el promedio de los últimos 6 meses (o del último año si fuera más favorable). En conjunto, esto achica el salario 
indemnizable y blinda al empleador al precisar rubros excluidos bajo la idea de “seguridad jurídica”.

EJE 3:  Deslaboralización, debilitamiento de los derechos individuales del trabajo y fortalecimiento de la 
disciplina patronal (cont.)



• Individualización salarial, premio por “mérito” y baja por “incapacidad”: El proyecto reordena la lógica 
salarial hacia la productividad/“mérito” y la individualización, debilitando el rol rector del salario negociado 
colectivamente: habilita “componentes retributivos dinámicos” (art. 104 bis LCT) que pueden definirse por 
convenio, pero también por acuerdo individual o decisión unilateral del empleador, ampliando la porción variable 
y discrecional del ingreso. En espejo, instala una lógica de “carencia” para quienes atraviesan accidentes o 
enfermedades al modificar el art. 212 LCT: si la reincorporación exige jornada reducida o cambio de tareas por 
disminución de capacidad, la remuneración pasa a ser proporcional a la jornada y a la categoría, derogando la 
protección vigente que impedía que la reubicación implique baja salarial.

• Pago en cuotas de sentencias laborales (hasta 12 meses): El proyecto habilita que las sentencias en juicios 
laborales contra empresas PyME puedan pagarse en hasta 12 cuotas mensuales, ajustables (según el 
mecanismo de actualización previsto), y para grandes empresas en hasta 6 cuotas. Es decir, introduce una 
herramienta para diferir en el tiempo el cobro efectivo del crédito laboral, con el argumento de aliviar el impacto 
financiero en PyMEs, aunque también se extiende a grandes empresas, con el efecto práctico de demorar la 
satisfacción del derecho del trabajador aun con sentencia firme.

• Trabajadores de apps fuera de la LCT: El proyecto les dedica un capítulo a los servicios privados de movilidad 
y/o reparto por plataformas, pero lo hace para consolidar que no sean reconocidos como trabajadores con 
derechos LCT (“garantizar que nada cambie”: siguen sin reconocimiento laboral) y hasta crear un “asilo 
regulatorio” para este segmento de la economía digital, blindándolo frente a posibles estándares internacionales 
futuros (p. ej., debates en OIT).

EJE 3:  Deslaboralización, debilitamiento de los derechos individuales del trabajo y fortalecimiento de 
la disciplina patronal (cont.)



• Desmantelamiento de estatutos y regímenes especiales: El proyecto avanza en el desmantelamiento de 
regímenes y estatutos especiales al derogar o eliminar marcos protectores sectoriales —en particular, el 
Estatuto del Periodista, la Ley de Viajantes y la ley de Teletrabajo—, lo que implica perder reglas específicas 
pensadas para esas modalidades (condiciones de trabajo, compensaciones, límites y derechos propios). En 
paralelo, en casas particulares no elimina el régimen, pero sí lo precariza: extiende el período de prueba de 
30 días a 6 meses y habilita cambios en las condiciones de prestación (incluida la posibilidad de cubrir 
ropa/elementos mediante una suma no remunerativa), reforzando una lógica de mayor discrecionalidad 
empleadora y menor protección efectiva.

EJE 3:  Deslaboralización, debilitamiento de los derechos individuales del trabajo y fortalecimiento 
de la disciplina patronal (cont.)


